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I.  PRESENTACION

En esta oportunidad se dard cuenta de dos sentencias de interés para el dere-
cho administrativo, en las cuales la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos («Corte IDH», «Corte», «Tribunal» o «Tribunal Interamericano»), en inter-
pretacién y aplicacién de la Convencién Americana sobre Derechos Humanos
(«CADH», «Tratado» o «Convencién Americana») analizé la responsabilidad
internacional del Estado, como consecuencia del trato discriminatorio a la vic-
tima, que le impidié impartir ensefianza religiosa en una institucién educativa de
gestién publica, y valoré si la condena patrimonial de responsabilidad por dafo
moral impuesta a las victimas, produjo una afectacién de la libertad de expresion.

. CASO PAVEZ PAVEZ VS. CHILE

La Corte Interamericana de Derechos Humanos resolvié el caso Pavez Pavez
vs. Chile, en sentencia de 4 de febrero de 20222.

1. LOS HECHOS

La sefiora Sandra Cecilia Pavez Pavez era docente de la asignatura de religion
catélica en una institucién de educacion publica y la Vicarfa para la Educacién de
Obispado de San Bernardo le revocé el certificado de idoneidad, en atencién a su
orientacién sexual. Dicho certificado era un requisito exigido por el Ministerio de
Educacién a los docentes para que pudiesen ejercer como profesores de religiéon
catélica. Al no cumplir con este requisito quedé inhabilitada para ejercer el cargo
de profesora de religién catdlica.

La Corte para resolver comenzé por establecer los hechos en el siguiente
orden: a) el marco normativo relevante; b) la inhabilitacién de Pavez Pavez para
ejercer la docencia, y ¢) los recursos judiciales.

1.1. El marco normativo relevante

El art. 19 de la Constitucién Politica de la Republica de Chile reconoce a
las personas los derechos a la igualdad, a la libertad de conciencia y ejercicio libre de
cultos, a la educacién y la libertad de ensefianza, a la libertad de trabajo, a la admisién
al empleo publico con las limitaciones que establezcan la Constitucién y las leyes.

La Ley 19.638 regula la constitucién juridica de las iglesias y organizaciones
religiosas y el Decreto 924 del Ministerio de Educacién reglamenta la imparticién

2 Corte IDH, caso Pavez Pavez vs. Chile, Fondo, Reparaciones y Costas, sentencia de 1° de

febrero de 2022, serie C, N° 449.
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de las clases de religién en establecimientos educacionales, sean estos puablicos o
privados.

1.2. la inhabilitacién de Sandra Pavez para ejercer la docencia

La sefiora Sandra Cecilia Pavez Pavez posee un titulo profesional de «Profe-
sora de Religién Catdlica y Moral», expedido por la Universidad de Ciencias de
la Educacién; un titulo profesional de «Profesora de Religién para la Educacién
General Bdsica», expedido por la Pontificia Universidad Catélica de Chile, y un
titulo de «Catequista», expedido por la misma universidad.

Ella se desempefiaba como profesora de religion catdlica en un colegio muni-
cipal de gestién publica desde 1985, y el 9 de abril de 1991, obtuvo la calidad de
profesora de planta de esa institucién educativa. En razén de ello tanto su remune-
racién como la Seguridad Social eran responsabilidad de la municipalidad.

El régimen juridico laboral estaba contenido en el Cédigo del Trabajo, que
es el estatuto aplicado principalmente a las relaciones privadas, aunque la institu-
cién en que impartia las clases era un establecimiento educativo publico, admi-
nistrado y financiado por el Estado chileno.

Con sujecién al ordenamiento juridico aplicable, la sefiora Pavez Pavez fue
acreditada con varios certificados de idoneidad, otorgados por la autoridad ecle-
sidstica, lo que le permitia cumplir los requisitos establecidos por el Ministerio de
Educacién, para impartir las clases de religion catdlica. Este certificado le fue otor-
gado a partir de 1985 y renovado por dltima vez en 2006, con vigencia hasta 2008.

No obstante, en el transcurso del ano 2007, mediante llamadas anénimas
se difundié el rumor tanto en el centro educativo como en la didcesis de que la
sefora Pavez Pavez era lesbiana. Segtin sostiene el fallo, el vicario le exhorté en
reiteradas oportunidades a terminar su vida homosexual y le indic6 que para con-
tinuar ejerciendo el cargo deberfa someterse a terapias psiquidtricas.

El 25 de julio de 2007 el vicario emiti6 una comunicacion escrita dirigida a la
sefiora Pavez Pavez, a través de la cual le informé de la decisién de revocar su certifi-
cado de idoneidad, lo que suponia su inhabilitacién para el ¢jercicio como docente
de la asignatura de religién catélica, en los centros educativos que se encuentran en
la diécesis de San Bernardo. En la referida comunicacién se indicé que la decisién
fue tomada de conformidad con las normas del derecho canénico y luego de anali-
zar una situacion que ya se habia conversado con la sefiora Pavez Pavez.

También se notificé al colegio la revocacién del certificado de idoneidad, en
virtud de implicar tres aspectos: la idoneidad profesional, la idoneidad doctrinal
y la idoneidad moral, siendo esta tltima la que no cumplia, al llevar una vida
personal distinta de la que debia ensefar.

Como consecuencia de la revocacién del certificado de idoneidad por la
Vicaria para la Educacién de San Bernardo, la sefiora Pavez Pavez no puede dictar
clases de religién catélica en cualquier institucién de educacién nacional y en
especial en el centro en que impartia las clases.
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La direccién del centro educativo le ofrecié un cargo de inspectora general
interina y a partir de 2011 recibid la titularidad en mismo. Aunque ese cargo no le
permite ejercer como profesora de religién catélica, su contrato laboral no se vio
interrumpido, se le mantuvieron los beneficios como docente y comenz4 a recibir
una asignacion salarial adicional por sus funciones directivas. En el ano 2020, la
sefora Pavez Pavez renuncié al centro educativo para disfrutar de un incentivo de
retiro otorgado por el Estado.

1.3. los recursos judiciales

La sefiora Pavez Pavez, junto a un representante de una ONG de defensa
de los homosexuales y el presidente del Colegio de Profesores interpusieron un
recurso de proteccion ante la Corte de Apelaciones de San Miguel, en el que ale-
garon la arbitrariedad e ilegalidad de la actuacién de la Vicarfa, denunciando que
vulneraba varias garantias constitucionales como el respeto y proteccién a la vida
privada y publica, a la honra de las personas, a la libertad de trabajo y su protec-
cién, y a la igualdad ante la ley.

La Corte de Apelaciones de San Miguel rechazé el recurso interpuesto al con-
siderar que el acto recurrido no podia ser calificado de ilegal o arbitrario, al estar
sujeto a las disposiciones aplicables. En razdén de ello concluyé que la accién care-
cia de los presupuestos fundamentales para pretender el amparo requerido, declaré
inadmisible y rechazé el recurso «sin que resulte menester [...] analizar y referirse
pormenorizadamente a las garantias constitucionales invocadas por la recurrente».

Contralaanterior decision se interpuso un recurso de apelacién ante la Corte
Suprema de la Republica de Chile. En sentencia de 17 de abril de 2008, la Corte
Suprema negd el recurso de apelacion y confirmé en todas sus partes la sentencia
de la Corte de Apelaciones de San Miguel.

2. EL FONDO DEL CASO

La Corte procedié a analizar el fondo de las denuncias en el siguiente orden:
a) los derechos a la igualdad, a acceder a la funcién publica, a la libertad personal,
a la vida privada y al trabajo en relacién con la obligacién de no discriminar y de
adoptar disposiciones de derecho interno; y b) los derechos a las garantias judicia-
les y a la proteccién judicial en relacién con las obligaciones de respeto y garantia
y de adoptar disposiciones de derecho interno.

2.1. los derechos a la igualdad, a acceder a la funcién publica en condiciones de
igualdad, a la libertad personal, a la vida privada y al trabajo en relacién con

la obligacién de no discriminar y de adoptar disposiciones de derecho interno

La Corte procedi6 a analizar los alegatos de las partes y de la Comisién
de conformidad con el siguiente orden: 1) las consideraciones generales sobre el
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principio de igualdad y no discriminacién, los derechos a la libertad de conciencia
y religién, a la libertad, a la vida privada, al trabajo y al acceso a la funcién publica
en condiciones de igualdad; 2) el cardcter convencional del Decreto 924; y 3) la
discriminacién y la vulneracién a los derechos a la vida privada y autonomia, a
acceder a la funcién publica y al trabajo en perjuicio de Pavez Pavez.

2.1.1. las consideraciones generales sobre el principio de igualdad y no discri-
minacidn, los derechos a la libertad de conciencia y religién, a la vida
privada, al trabajo y al acceso a la funcién piblica en condiciones de
igualdad

La Corte analizé las denuncias de violacién en el orden siguiente: a) los
derechos a la vida privada, a la libertad personal y la igualdad y no discriminacién
de personas en razén de su orientacién sexual; b) el derecho a la educacién, la
libertad de religion y la educacién religiosa: c) el derecho de acceso a la funcién

publica en condiciones de igualdad; y d) el derecho al trabajo.

a)  Losderechos ala vida privada, a la libertad personal y la igualdad y no discri-
minacién de personas en razén de su orientacién sexual

La cldusula de proteccién de la dignidad contenida en la Convencién cons-
tituye el fundamento de los principios de la autonomia de la persona y de igual-
dad de trato, que constituyen fines en si mismos en funcién de sus intenciones,
voluntad y decisiones de vida. En este orden de ideas, se reconoce la inviolabili-
dad de la vida familiar y privada de las personas. Este tltimo se caracteriza por ser
un espacio de libertad exento e inmune a las injerencias abusivas o arbitrarias por
terceros o por la autoridad publica.

La proteccién de este derecho no se circunscribe a la privacidad, sino que
comprende otros aspectos relacionados con la dignidad de la persona, como la
capacidad para desarrollar su propia personalidad, aspiraciones, determinar su
identidad y definir sus relaciones personales, es decir, incluye la identidad fisica y
social, incorporando asi el derecho a la autonomia y desarrollo personal, el dere-
cho a establecer y desarrollar relaciones con otros seres humanos y con el mundo
exterior. La efectividad del ejercicio del derecho a la vida privada es decisiva para
la posibilidad de ejercer la autonomia personal y abarca la forma en que la persona
se ve a si mismo y cémo decide proyectarse hacia los demds, siendo ello una con-
dici6n indispensable para el libre desarrollo de la personalidad.

Uno de los componentes esenciales del reconocimiento de la dignidad de la
persona lo comprende la posibilidad de todo ser humano de autodeterminarse y
escoger libremente las opciones y circunstancias que le dan sentido a su existencia,
segin sus propias opciones y convicciones. Ello asi, el principio de la autonomia
de la persona prohibe cualquier actuacién estatal que procure la instrumentaliza-
cién de la persona, es decir, que lo convierta en un medio para fines ajenos a las
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elecciones sobre su propia vida, su cuerpo y el desarrollo pleno de su personali-
dad, dentro de los limites que define la Convencién. En consecuencia, cada per-
sona es libre y auténoma de seguir un modelo de vida de acuerdo con sus valores,
creencias, convicciones e intereses.

El Tribunal Interamericano sostuvo que el concepto de libertad en sentido
amplio consiste en la capacidad de hacer y no hacer todo lo que esté licitamente
permitido, es decir, el derecho de toda persona de organizar su vida individual y
social conforme a sus propias opciones y convicciones, con sujecion a la ley. La
libertad es un derecho humano bésico, propio de los atributos de la persona, que
se proyecta en toda la Convencién Americana.

Como parte de la libertad se encuentra el derecho a la identidad, que estd
compuesto por el conjunto de atributos y caracteristicas que permiten la indi-
vidualizacién de la persona en sociedad y que comprende varios derechos segin
el sujeto de que se trate y las circunstancias del caso. Este derecho puede verse
afectado por circunstancias o situaciones que pueden ocurrir desde la nifiez
hasta la adultez. Aunque la Convencién Americana no se refiere de manera con-
creta al derecho a la identidad, la Corte destacé que este instrumento protege
los elementos que lo componen al considerarlos como derechos en si mismos,
aunque no todos ellos estén necesariamente presentes en los casos vinculados
al derecho a la identidad. Se trata de un derecho que no puede reducirse, con-
fundirse, ni estd subordinado a otro de los derechos que lo componen, ni a la
sumatoria de los mismos. Ademds, este derecho se encuentra estrechamente
relacionado con la dignidad humana, con el derecho a la vida privada y con el
principio de autonomia de la persona.

El Tribunal consideré que el derecho a la identidad es insito a la persona en
su individualidad especifica y vida privada, las que se soportan en la experiencia
histérica y bioldgica, asi como en la interrelacién con otras personas, a través del
desarrollo de vinculos familiares y sociales. Ello supone que las personas pueden
experimentar la necesidad de que se les reconozca como sujetos diferenciados y
diferenciables de los demds. Para ello es insoslayable que el Estado y la sociedad
respeten y garanticen la individualidad de cada una de ellas, asi como el derecho a
ser tratado segtin los aspectos esenciales de su personalidad, sin otras limitaciones
que las que imponen los derechos de las demds personas. La afirmacién de la indi-
vidualidad de la persona ante el Estado y la sociedad se consolida en la posibilidad
legitima de exteriorizar su modo de ser segin sus mds intimas convicciones. De
ello se deduce que uno de los componentes esenciales de todo plan de vida y de
la individualizacién de las personas es la orientacién sexual y la identidad sexual.

El derecho a la identidad en general y a la identidad sexual en especial tiene
entre sus implicaciones y alcances mds relevantes, el constituir un derecho con
cardcter autdnomo, que encuentra su contenido tanto de las normas del derecho
internacional como de aquellas que se deriven de los rasgos culturales propios
contenidos en el ordenamiento interno de los Estados, concurriendo asi a confor-
mar la especificidad de la persona, con los derechos que lo hacen unico, singular
e identificable.
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En lo atinente a la orientacién sexual y la identidad sexual, estas se encuen-
tran ligadas al concepto de libertad y a la posibilidad de todas las personas de
autodeterminarse y escoger libremente las opciones y circunstancias que le dan
sentido a su existencia, conforme a sus propias convicciones, asi como al derecho
ala proteccién de la vida privada. Es asi como respecto a la orientacion sexual y a
la identidad sexual se ha sefialado que la vida afectiva con el conyuge o compafiera
permanente, dentro de la que se encuentran las relaciones, constituye uno de los
aspectos del dmbito o circulo de la intimidad, en el que también influye la orien-
tacion sexual de cada persona, de la cual depende cémo se autoidentifique.

Por ello, se consideré que el derecho a la igualdad y no discriminacién
impone la obligacién a los Estados de abstenerse de efectuar actuaciones que
directa o indirectamente contribuyan a crear situaciones de discriminacién de
jure o de facto. Lo anterior es la consecuencia del deber del Estado de respetar y
garantizar «sin discriminacién» los derechos contenidos en la Convencién Ameri-
cana y del reconocimiento del derecho a «igual proteccién de la ley», es decir, que
el Tratado Interamericano prohibe la discriminacién de derecho, no solo en cuanto
alos derechos contenidos en dicho tratado, sino en lo que respecta a todas las leyes
que aprueben los Estados y a su aplicacién. Esto supone que en el supuesto que el
Estado discrimine en el respeto o garantia de un derecho convencional, incumple
una obligacién de esta naturaleza e inherente al respectivo derecho sustantivo;
pero si la discriminacién se refiere a una proteccién desigual en una ley nacional
o en su aplicacién, entonces el asunto debe analizarse respecto a la norma de la
Convencién Americana, que reconoce el derecho sin discriminacién y a la igual
proteccion de la ley.

Precisado lo anterior, la Corte Interamericana reconocié que numerosas per-
sonas por su orientacién sexual han sido histéricamente victimas de discrimina-
cién estructural, estigmatizacion, diversas formas de violencia y violaciones a sus
derechos fundamentales. Ademds, reiteré que la orientacién sexual estd protegida
por la Convencién, por lo que el Estado no puede actuar de forma discriminato-
ria en contra de una persona por motivo de la misma.

En una sociedad democrdtica debe darse la coexistencia pacifica entre lo
secular y lo religioso; por lo que se debe reconocer la esfera en la cual cada uno se
desarrolla, sin tener que forzar uno en la esfera del otro.

b)  Elderecho ala educacién, la libertad de religién y la educacién religiosa

El derecho a la educacién tiene sustento en la interpretacién arménica de
la Declaracién Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (art. XII), la
Carta de la Organizacién de Estados Americanos (art. 3.n), la Convencién Ame-
ricana (art. 26), el Protocolo de San Salvador (art. 13) y la Convencién sobre
los Derechos del Nifo (art. 28). Por su parte, la Constitucién de Chile también
reconoce el derecho a la educacién.
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En lo que concierne a la libertad de conciencia y de religién que se encuentra
reconocida en la Convencién Americana, no puede ser suspendida y ademds se
establece que ninguna persona puede ser discriminada por motivo de la religién
que profese. En este mismo orden de ideas, la Constitucién de Chile reconoce
la libertad de conciencia, el derecho a la manifestacién de todas las creencias y el
ejercicio libre de todos los cultos que no sean contrarios a la moral, a las buenas
costumbres o al orden publico.

En razén de estas normas, el Tribunal Interamericano consideré que la liber-
tad de conciencia y de religién habilitan a las personas a conservar, cambiar, profesar
y divulgar su religién o sus creencias, constituyéndose en uno de los pilares de
una sociedad democritica. Esta libertad en su proyeccién religiosa «constituye un
elemento trascendental en la proteccién de las convicciones de los creyentes y en su
forma de vida» y tiene una dimensién individual y una colectiva.

Adicionalmente la Corte hizo suyo lo expresado por el relator especial de
libertad de religién o de creencias de la Organizacién de las Naciones Unidas,
quien precisé que la libertad religiosa no tiene como objetivo «proteger las creen-
cias en si (religiosas o de otro tipo), sino a los creyentes y su libertad de profesar y
expresar sus creencias, individualmente o en comunidad con otros, a fin de definir
su vida de conformidad con sus propias convicciones».

c)  Elderecho de acceso a la funcién publica en condiciones de igualdad

La Corte interpreté que el acceso a funciones publicas en condiciones de
igualdad es una garantia insuficiente, si no estd acompanada por la efectiva pro-
teccién de permanencia en aquello a lo que se accede, por lo que los procedimien-
tos de nombramiento, ascenso, suspensién y destitucion de funcionarios ptblicos
deben ser objetivos y razonables, es decir, deben respetar las garantias del debido
procedimiento legalmente establecido.

Este derecho también asegura el acceso a una forma directa de participacién
en el disefo, implementacién, desarrollo y ejecucién de las directrices politicas a
través de funciones publicas. De alli que el Estado genere las condiciones y meca-
nismos idéneos para que tales derechos politicos puedan ser ejercidos de forma
efectiva, respetando el principio de igualdad y no discriminacion.

d)  Elderecho al trabajo

El derecho al trabajo —en criterio de la Corte— tiene reconocimiento y pro-
teccion en el bloque de convencionalidad o corpus iuris internacional.

Ahora bien, la estabilidad laboral no consiste en una permanencia irrestricta
en el puesto de trabajo, sino de respetar este derecho otorgando proteccién al
trabajador para que en el supuesto de despido o separacién, este se realice por
causas justificadas y no de forma arbitraria. Ello supone que el empleador acredite
suficientemente las causas para el despido y asegure las debidas garantias, para que
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el trabajador pueda acudir a las autoridades nacionales, a los fines de que cons-
taten que las causales del despido o separacién no sean arbitrarias o contrarias a
derecho.

En fin, el derecho a la estabilidad laboral protege al trabajador de no ser
privado de su empleo por interferencias directas o indirectas de los érganos que
ejercen el poder publico, pues ello afecta la libertad de las personas de ganarse la
vida mediante el trabajo que elijan, asi como su derecho a la permanencia en el
empleo, mientras no existan causas justificadas para su terminacién.

2.1.2. El cardcter convencional del Decreto 924

La Comisién Interamericana y los representantes de las victimas sostuvieron
que el Decreto 924, que reglamenta las clases de religién en establecimientos
educacionales publicos y privados, es incompatible con la Convencién Americana
y que vulnera el derecho a la igualdad y la obligacién de adoptar disposiciones de
derecho interno, pues no establece salvaguardas para prevenir que la concesién
del certificado de idoneidad para dictar clases de religién se realice de forma arbi-
traria o en violacién de derechos fundamentales. En razén de ello, se debe analizar
la convencionalidad del decreto.

a) Lo primero consisti6 en precisar si existe una diferencia de trato que pueda
ser discriminatoria entre diferentes religiones

En relacién a este asunto se constaté que el contenido del decreto no esta-
blece diferencias de trato entre distintas confesiones religiosas, ni disposiciones
para impartir ensefanza sobre un credo religioso en particular, es decir, se brinda
un trato igual a todas las religiones.

b) Lo segundo se orienté a determinar si la potestad de las comunidades reli-
giosas de conferir certificados de idoneidad y de designar a los profesores de
religién que ejercen la docencia en establecimientos publicos resulta acorde
ala Convencién Americana

Al respecto se constaté que segiin la Convencién Americana y el resto del
corpus iuris internacional, la libertad de religién tiene una dimensién individual
y otra colectiva, que comprende varias garantias, una de las cuales consiste en
la posibilidad de que los padres o tutores decidan que sus hijos o pupilos reciban
la educacién religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

En razén de ello se consideréd que esta garantia puede implicar segin el
disefio normativo de cada Estado que las autoridades religiosas tengan la posibili-
dad de seleccionar a los profesores de religién que dicten clase sobre su doctrina.
Tal habilitacién podria materializarse a través de los certificados de idoneidad, por
lo que el Decreto 924 no resulta per se contrario a la Convencién, e incluso, puede
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constituir una de las medidas para incorporar en el derecho interno lo dispuesto
en la Convencidn.

c) Lo tercero llevé a determinar si el decreto establecié alguna diferencia de
trato entre las personas con base en las categorias protegidas por la Conven-
cién Americana, que puedan resultar discriminatorias

El contenido del Decreto 924 no establece diferencias de trato entre las per-
sonas en razén de su orientacién sexual, ni tampoco en razén de ninguna de las
otras categorias especialmente protegidas por la Convencién Americana. En todo
caso se dej6 constancia que respecto al decreto no se alegd, ni fue acreditado que
constituya una forma de discriminacién indirecta.

d)  Finalmente se analizé si el Decreto 924 establecié procedimientos para pro-
teger y salvaguardar los derechos de las personas contra actos discriminato-
rios o arbitrarios contrarios a la Convencién

Con respecto a este asunto se concluyé que el decreto no establecié de forma
expresa, ningiin medio por el cual la decisién de conceder o no un certificado de
idoneidad por parte de las autoridades religiosas pueda ser sometido a un control
posterior, por parte de las autoridades administrativas o a través de recursos idé-
neos y efectivos ante las autoridades jurisdiccionales, para proteger los derechos
de las personas afectadas por actos discriminatorios o arbitrarios contrarios a la
Convencién.

En el Estado de derecho no puede haber decisiones que lesionen los derechos
humanos, que se encuentren fuera de un control de juridicidad por parte de
autoridades estatales. Ello asi, senal que el decreto realiza una delegacién incon-
dicionada de la facultad de otorgar certificados de idoneidad a las personas para
que puedan ejercer la docencia religiosa en establecimientos publicos, sin que
exista una via clara para impugnar este tipo de decisiones. No obstante, el Estado
no puede renunciar a su funcién de control y tiene la obligacién de establecer
reglas claras y eficaces, para asegurar la proteccién de los derechos eventualmente
afectados por los actos dictados en virtud de una delegacién.

2.1.3. la discriminacién y vulneracién a los derechos a la vida privada y autono-
mia, a acceder a la funcién piblica y al trabajo

La Corte abordé las denuncias en el siguiente orden: a) la atribucién de
los hechos al Estado; b) la seleccién de docentes de religion por parte de las
autoridades religiosas y el cardcter auténomo de sus decisiones; ¢) las alegadas
restricciones a los derechos a la vida privada y autonomia, a acceder a la funcién
publica en condiciones de igualdad y al trabajo en perjuicio de Pavez Pavez, y d)
la conclusién.

Revista de Administracién Publica, 219, septiembre - diciembre (2022), pp. 337-364



NOTAS SOBRE LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA... 347

a) Laatribucién de los hechos al Estado

Tanto la Comisién Interamericana como los representantes sefalaron que
los hechos eran atribuibles al Estado de dos formas distintas: 1) por faltar al deber
de respeto, como consecuencia de la revocacién del certificado de idoneidad por
un tercero facultado por el Estado, para ejercer atribuciones publicas; y 2) por
vulnerar el deber de garantia, ante la falta de control posterior de esa revocacién
por parte de las autoridades ptblicas administrativas y judiciales.

En lo que respecta a la responsabilidad del Estado por un hecho ilicito
internacional, el Tribunal indicé que esta puede ser producto de actos u omisiones
de cualquier poder u érgano que violen la Convencién Americana y se genera en
forma inmediata con el ilicito internacional atribuido. En tal sentido se considera
que existe un hecho internacionalmente ilicito cuando tal accién u omisién: a) es
atribuible al Estado segtin el derecho internacional, y b) constituye una violacién
de una obligacién internacional del Estado.

No importa si el érgano o funcionario actué en contravencién de disposi-
ciones del derecho interno o desbordando los limites de su propia competencia,
puesto que es un principio de derecho internacional que el Estado responde por
los actos de sus agentes realizados al amparo de su cardcter oficial y por las omisio-
nes de los mismos, aunque hayan actuado fuera de los limites de su competencia
o en violacién del derecho interno. Al Estado es atribuible el comportamiento de
una persona o entidad que ejerce atribuciones del poder publico, siempre que en
el caso de que se trate, la persona o entidad actte en esa capacidad.

Se reiterd que cualquier conducta —incluyendo los actos w/tra vires— de un
6rgano del Estado o de una persona o entidad facultada para ejercer atribuciones
del poder publico se considerard hecho por el Estado. No obstante, esta regla tiene
como una Unica excepcién que el rgano o persona no haya actuado en tal condi-
cidn, sino que se entiende que actud dentro de su capacidad como persona privada.

El criterio mds aceptado en el derecho internacional para determinar cuindo
se puede atribuir al Estado un acto de un érgano del mismo o de una persona o
entidad facultada para ejercer atribuciones del poder publico requiere que se esta-
blezca si el acto fue ejecutado como un ejercicio de autoridad o como un ejercicio
aparente de autoridad estatal.

Asi las cosas, la responsabilidad internacional del Estado se compromete
cuando la violacién de la Convencién es perpetrada por sus propios agentes o
cuando no sea directamente atribuible al Estado por haber sido cometido por un
particular, pero aquel acto ilicito conté con la participacién, el apoyo o la toleran-
cia de agentes estatales.

Los 6rganos que ejercen el poder piblico deben organizarse de manera tal
que sean capaces de asegurar juridicamente el libre y pleno ejercicio de los dere-
chos humanos, correspondiendo a los Estados la obligacién de prevenir toda
violacién de los derechos reconocidos por la Convencién y en caso de ocurrir
deben procurar el restablecimiento, en tanto sea posible del derecho conculcado
y la reparacién de los dafos producidos por la violacién de los derechos humanos.
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Ahora bien, estas obligaciones también le son exigibles al Estado por actos
imputables a actores no estatales, es decir, puede generarse responsabilidad inter-
nacional del Estado por actos violatorios de derechos humanos cometidos por
terceros o particulares.

Las obligaciones erga omnes que tienen los Estados de respetar y garantizar
las normas de proteccién y de asegurar la efectividad de los derechos, proyectan
sus efectos mds alld de la relacion entre sus agentes y las personas sometidas a su
jurisdiccién, pues se manifiestan en la obligacién positiva del Estado de adoptar las
medidas necesarias para asegurar la efectiva proteccién de los derechos humanos en
las relaciones inter-individuales.

En definitiva, el establecimiento de la responsabilidad internacional del
Estado conduce a determinar si los derechos humanos reconocidos en la Con-
vencién fueron afectados con el apoyo o la tolerancia de los érganos que ejercen
el poder publico o si la lesién se produjo por defecto de toda prevencién, es decir,
por la inobservancia del Estado del deber de respetar y garantizar tales derechos.

Ello asi, sefialé que Chile considerd que la revocacién del certificado de ido-
neidad de Pavez Pavez no le es imputable, en la medida que no delegd la certifica-
cién de la idoneidad de profesores de religién confesional, pues ello no constituye
una potestad del Estado, sino que es propia de las comunidades religiosas o de sus
autoridades.

En tal sentido el Tribunal advirtié que la Convencién no reconoce facultad
alguna a las autoridades religiosas para seleccionar o establecer la idoneidad de
los profesores de religién, pues este se limita a mencionar a los padres y tutores,
quienes son los llamados a ejercer el derecho a que sus hijos o pupilos reciban la
educacidn religiosa y moral conforme a sus propias convicciones.

Depende de la normativa interna de cada Estado determinar la posibilidad
de cudles autoridades pueden seleccionar a los profesores de religin, si las reli-
giosas o las publicas, constituyendo ambas opciones modalidades de asegurar el
derecho de los padres y los tutores a que sus hijos o pupilos reciban la educacién
religiosa y moral que sea acorde a sus propias convicciones.

Por tanto, conforme al modelo constitucional y al Decreto 924, las autori-
dades religiosas de Chile tienen la posibilidad de emitir certificados de idoneidad
que habilitan a los docentes de religién que impartirdn clases sobre su doctrina,
es decir, son las normas nacionales chilenas las que por delegacién atribuyeron a
las autoridades religiosas, la potestad de emitir los certificados de idoneidad que
son necesarios para impartir clases de religion, en establecimientos educativos de
naturaleza publica y para ser docente en un establecimiento educativo publico.

En conclusién, el Decreto 924 le confiri6 atribuciones de poder publico a
las autoridades religiosas, para emitir el certificado de idoneidad a los docentes de
religién, por lo que estas realizan una actuacién atribuible directamente al Estado.
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b) La seleccién de docentes de religién por parte de las autoridades religio-
sas y el cardcter autdnomo de sus decisiones

Respecto al argumento del Estado relacionado con la autonomia de las deci-
siones tomadas por parte de las autoridades religiosas, a la hora de seleccionar a las
personas idéneas para impartir clases de religion, la Corte consideré que la libertad
de conciencia y religién garantiza a las comunidades religiosas el no experimentar
injerencia arbitraria del Estado en los asuntos vinculados con sus creencias, la vida
de la comunidad y en especial con los que atafien a su organizacién interna.

No obstante, el punto a resolver es: gsi la seleccién por parte de una autori-
dad o comunidad religiosa de las personas encargadas de dictar clases de un credo
determinado en un establecimiento educativo publico se encuentra incluido den-
tro de la autonomia inherente a la libertad religiosa?

En este caso, la revocacién del certificado de idoneidad a la profesora de
religién catélica la efectud la Vicarfa para la Educacién, actividad docente que
llevaba a cabo en un colegio de educacién piblica con sujecién a lo establecido
en el Decreto 924 que «reglamenta las clases de religién en establecimientos edu-
cacionales». Ello permiti6 sostener que ese acto estaba destinado a garantizar el
derecho a la educacién de los estudiantes en general, y aunque la religién es una
materia optativa, estd integrada al programa educativo de los ninos.

El Tribunal sefialé que la designacién de profesores de un credo religioso
particular por parte de las comunidades religiosas puede comprender un cierto
margen de autonomia, acorde con la libertad religiosa, pero esta no es absoluta en
la medida que las clases «de religién catélica como parte de un plan de educacién
publica, en establecimientos educativos publicos, financiados por fondos publi-
cos, no se encuentran dentro de los dmbitos de libertad religiosa que deben estar
libres de toda injerencia del Estado, puesto que no estdn claramente relacionadas
con las creencias religiosas o la vida organizativa de las comunidades».

Por tanto, las autoridades religiosas cuentan con una autonomia amplia para
otorgar un certificado de idoneidad para dictar clases de religién, no obstante, al
tratarse de una asignatura que forma parte de los planes de educacién de nifos, tales
facultades que derivan directamente de la libertad religiosa deben armonizar con los
demds derechos y obligaciones relacionados con la igualdad y no discriminacion.

Esta atribucién a las autoridades religiosas les permite revocar el certificado
de idoneidad, siempre y cuando se respeten los derechos y obligaciones que son de
imperativo cumplimiento por el Estado, en el dmbito de la educacién publica.

Conforme a ello quedd establecido que la autonomia relativa de las comuni-
dades religiosas y la discrecionalidad de sus decisiones no son de aplicacién en el
dmbito de la educacién en establecimientos publicos, lo que llevé a analizar si en
el caso concreto se restringieron los derechos de Pavez Pavez y si esas restricciones
resultaron proporcionales, atencién a los derechos que se encuentran en presentes
y en tension.
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c)  Las restricciones a los derechos a la libertad personal, a la vida privada, a
acceder a la funcién publica en condiciones de igualdad y al trabajo

Tanto la Comisién Interamericana como los representantes alegaron que la
revocacion del certificado de idoneidad de Pavez Pavez tuvo como consecuencia
directa la afectacién a sus derechos a la vida privada y autonomia, a acceder a una
funcién publica en condiciones de igualdad y al trabajo.

Para la Corte, los derechos a la libertad personal y a la vida privada de Pavez
Pavez se vieron afectados de distintas formas. En primer término, porque la revo-
cacion del certificado de idoneidad se debié precisamente a la orientacidn sexual
de Pavez Pavez, tal como quedé expuesto en la resolucidn de revocacidn del certi-
ficado de idoneidad por parte de la Vicaria de San Bernardo.

Igualmente, su vida sexual fue también objeto de intromisiones por parte de
la Vicaria, que le exhorté a terminar su homosexualidad y condicioné su perma-
nencia en el cargo de profesora de religién catdlica, a su sometimiento a terapias
médicas o psiquidtricas, conducta que desde una perspectiva de un Estado de
derecho en donde se deben respetar los derechos humanos resulta totalmente
inaceptable.

En lo que respecta a los derechos al acceso en condiciones de igualdad a la
funcién publica y al trabajo, el Tribunal determiné que: 1) Pavez Pavez ejercia
un cargo docente en un establecimiento educativo publico y era remunerada
con fondos publicos; 2) el cargo docente que ocupaba era en calidad de titular;
3) luego de la revocacién del certificado de idoneidad, se reasigné su puesto de
conformidad con lo dispuesto en su contrato laboral y fue nombrada inspectora
general interina; 4) se ha visto impedida de dictar clases de religién catélica, como
consecuencia de la revocacién del certificado de idoneidad, y 5) en el ano 2011 fue
titularizada en el cargo de inspectora general.

Aunque el Estado discutié su condicién de funcionaria publica, debido
al hecho que la contratacién se regfa por el derecho privado y no de derecho
publico, considera la Corte que lo relevante es que Pavez Pavez ejercia un cargo
de docente de educacién publica, en un establecimiento de educacién publica y
era remunerada con fondos publicos. Segin esto, la naturaleza de las funciones
que ejercia Pavez Pavez eran las de una funcionaria publica, cuyo acceso y perma-
nencia dependia finalmente de la decisién de una institucion estatal, por lo que
debia gozar de la proteccién establecida en la Convencién Americana, en cuanto
contiene el derecho al acceso a la funcién publica en condiciones de igualdad.

Con posterioridad a la revocacién del certificado de idoneidad, Pavez Pavez
continué ejerciendo una funcién de naturaleza publica y en principio no sufrié
desmejoras en su contrato de trabajo, puesto que la reasignacién de funciones se
materializd en un ascenso, con mayor remuneracién y con mds responsabilida-
des. El cambio de contrato de titular a interina duré cuatro afos y tinicamente
se referfa al puesto de inspectora general. Ese era el régimen comun del cargo de
inspector general y para todos los profesores.
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Por tanto, la sefiora Pavez Pavez no vio afectado el derecho de acceder a la
funcién publica en condiciones de igualdad, puesto que no sufri6 una destitucién
y su reasignacion funcional se hizo conforme a lo establecido en su contrato labo-
ral, que no especificaba que ella habia sido contratada como profesora de religién
catélica, sino como docente.

El derecho al trabajo fue vulnerado en la medida en que a través de la
reasignaciéon de funciones a Pavez Pavez se menoscabd su vocacién docente y
constituyd una forma de desmejora laboral, en cuanto que las nuevas funciones
asignadas lo fueron como consecuencia de un trato diferente, en atencién a su
orientacién sexual y no en causas objetivas de la necesidad del servicio. Aunque
ella siguié realizando actividades relacionadas con la educacién, no pudo seguir
impartiendo clases como profesora de religién catdlica, porque fue victima de
un trato discriminatorio que le menoscabé su derecho a la estabilidad laboral y
subsecuentemente el derecho al trabajo.

Habiéndose establecido que se produjeron restricciones a los derechos a la
libertad personal, a la vida privada y al trabajo reconocidos en la Convencién
Americana, la Corte procedié a analizar si las mismas fueron producto de un
trato discriminatorio y concluyé considerando que la decisién de las autoridades
del colegio publico en el que fue separada del cargo docente Pavez Pavez y se le
asignaron funciones distintas a las de profesora de religién catdlica, en virtud de la
revocacion del certificado de idoneidad por parte de la Vicarfa para la Educacién
de San Bernardo, no cumplié con el zest estricto de igualdad y vulner6 el principio
de igualdad y no discriminacién en su perjuicio.

d) La conclusién

El Estado es responsable por violacién a los derechos a la igualdad y no dis-
criminacidn, a la libertad personal, a la vida privada y al trabajo, por el trato dis-
criminatorio otorgado a la victima al haber sido separada de su cargo de profesora
de religién catélica y habérsele asignado funciones distintas a las que tenia, luego
de que fuera revocado su certificado de idoneidad para dictar clases de religién
catélica por parte de la Vicarfa de San Bernardo. El Estado no fue encontrado
responsable por una violacién al derecho de acceso a la funcién publica en con-

diciones de igualdad.
2.2. los derechos a las garantias judiciales y a la proteccién judicial

El Tribunal Interamericano ha sostenido que el deber de motivar supone la
exteriorizacion de la justificacién razonada, que permite llegar a una conclusion.
Se trata de una garantia vinculada a la recta administracién de justicia, que asegura
a los ciudadanos el derecho a ser juzgados por las razones que el derecho otorga
y le brinda credibilidad a las decisiones judiciales en una sociedad democritica.
Por tanto, las decisiones que adopten los 6rganos nacionales de los Estados que
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puedan afectar derechos humanos deben estar motivadas, porque de lo contrario
serfan decisiones arbitrarias. Esta garantia de motivar las decisiones surge del art. 8
de la Convencién Americana.

La motivacién pone de manifiesto que las partes han sido oidas y en aquellos
casos en que las decisiones son recurribles, proporciona la posibilidad de formular
argumentos contra la resolucién y lograr un nuevo examen ante instancias superio-
res. Conforme a lo anterior, la argumentacién de un fallo y de ciertos actos admi-
nistrativos debe permitir conocer cudles fueron los hechos, motivos y normas
en que se basd la autoridad para tomar su decisién, a fin de descartar cualquier
indicio de arbitrariedad.

Por otra parte, en lo concerniente a la efectividad del recurso judicial, este
consiste en la posibilidad real de acceder a uno, que una autoridad competente y
capaz de emitir una decisién vinculante determine si ha habido o no una violacién
a algin derecho que la persona pretende se le reconozca. En el caso que se deter-
mine una violacidn, el recurso debe ser util para restituir al interesado en el goce
pleno de su derecho y repararlo. No se consideran efectivos aquellos que puedan
resultar ilusorios, como ocurre cuando su inutilidad haya quedado demostrada
por la préctica, porque no existan los medios para ejecutar sus decisiones o por
cualquier otra situacién que configure una denegacién de justicia.

Conforme a ello, se ha sostenido de manera pacifica que todas las autori-
dades estatales estdn en la obligacién de ejercer ex officio un control de conven-
cionalidad, entre las normas y précticas internas y la Convencién Americana, con
sujecién a sus respectivas competencias y las regulaciones procesales constitucio-
nales y legales. A tales fines, las autoridades nacionales deben tener presente no
solamente el Tratado, sino también la interpretacién que del mismo ha hecho la
Corte Interamericana.

En aplicacién de estos criterios se determiné que la senora Pavez Pavez recu-
rri6 la decisién de la Vicarfa que le revocd el certificado de idoneidad a través del
recurso de proteccién. La Corte de Apelaciones de San Miguel rechazé el recurso
y la Corte Suprema de Justicia confirmé la sentencia, al considerar que las deci-
siones de las autoridades religiosas no estaban sometidas a injerencias externas por
parte del Estado.

Lejos de ello, el Tribunal Interamericano consideré que la decisién de con-
ceder o no el certificado de idoneidad por parte de las autoridades religiosas debe
estar sujeta a un control posterior por parte de las autoridades estatales o a recur-
sos idéneos y efectivos ante los érganos jurisdiccionales, para proteger y salva-
guardar los derechos de las personas, contra actos discriminatorios contrarios a la
Convencién.

En razén de lo anterior, el Estado es responsable por la violacién a los dere-
chos a las garantias judiciales y la proteccién judicial previstas en la Convencién
Americana, por cuanto los érganos jurisdiccionales internos no efectuaron un
adecuado control de convencionalidad sobre el acto del colegio publico, mediante
el cual se separd a la senora Pavez Pavez de su cargo de profesora de religion caté-
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lica, luego de que se produjese la revocacién de su certificado de idoneidad. Estos
derechos también fueron vulnerados en la medida que ella no conté con los recur-
sos iddneos y efectivos para impugnar los efectos de la decisién de revocacién de su
certificado de idoneidad para dictar clases de religién catélica.

3. LA DECISION

El Tribunal Interamericano concluye que el Estado es responsable por la
violacién del derecho a la igualdad y no discriminacion, a la libertad personal, a
la vida privada, al trabajo, a las garantias judiciales y a la proteccién judicial, todos
reconocidos en la Convencién Americana sobre Derechos Humanos.

No se atribuyé responsabilidad al Estado por la pretensiéon de violacién del
derecho de acceso a la funcién piblica, en condiciones de igualdad.

El Estado debe realizar las publicaciones indicadas en el fallo, un acto piblico
de reconocimiento de responsabilidad internacional, debe crear e implementar un
plan de capacitacién permanente a las personas encargadas de evaluar la idonei-
dad del personal docente, adecuar su legislacién recursiva, de procedimiento y
la competencia jurisdiccional para garantizar el control efectivo de las decisiones
de los establecimientos educativos ptblicos relacionadas con el nombramiento o
remocién de profesores de religién, derivados de la emision o revocacién de un
certificado de idoneidad.

Ademds, deberd pagar las cantidades ordenadas por concepto de dano mate-
rial e inmaterial, por el reintegro de costas y gastos, asi como una suma que serd
destinada a brindar tratamiento psicolégico y/o psiquidtrico a la victima.

. CASO MOYA CHACON Y OTRO VS. COSTA RICA

La Corte Interamericana de Derechos Humanos resolvié el caso, en senten-
cia de 23 de mayo de 2022°.

1. LOS HECHOS

El caso Ronald Moya Chacén y Freddy Parrales Chaves contra la Repiiblica
de Costa Rica se relaciona con la violacién a la libertad de expresién como
consecuencia de la imposicién de una condena de indemnizacién civil de
responsabilidad por dafio moral, por haber publicado un articulo periodistico
que informaba sobre presuntas irregularidades en el control del trasiego de
licores en la frontera entre Costa Rica y Panamd, en la que se hacia mencién

3 Corte IDH, caso Moya Chacén y Otro vs. Costa Rica, Excepciones Preliminares, Fondo,

Reparaciones y Costas, sentencia de 23 de mayo de 2022, serie C, N© 451.

Revista de Administracién Publica, 219, septiembre - diciembre (2022), pp. 337-364



354 VICTOR RAFAEL HERNANDEZ-MENDIBLE

de distintos funcionarios policiales, quienes habrian estado involucrados en
dichos hechos.

La Corte para resolver comenzé por establecer los hechos en el siguiente
orden: a) el marco normativo, b) sobre los sefiores Ronald Moya Chacén y
Freddy Parrales Chaves, ¢) la publicacién de la nota de prensa en el diario La
Nacion el 17 de diciembre de 2005, d) el proceso interno seguido a raiz de dicha
publicacién y e) el posterior proceso de casacién seguido ante la Corte Suprema
de Justicia.

1.1. El marco normativo

Los sefiores Moya Chacdn y Parrales Chaves fueron procesados por el tipo
penal de injurias tipificado enelart. 7 delaLey de Imprenta en relacién con el art.
145 del Cédigo Penal, asi como por el delito de difamacién establecido en el art.
146 del mencionado Cédigo Penal. Ambos fueron absueltos en el ambito penal y
condenados civilmente en aplicacién del art. 1045 del Cédigo Civil.

Elart. 7 dela Ley de Imprenta ha sido objeto de cuestionamiento en lo refe-
rido a su vigencia, en virtud de una sentencia dictada por la Sala Tercera de la Corte
Suprema de Justicia de 18 de diciembre de 2009, que habria dejado sin efecto la
vigencia de dicha norma. No obstante, el Estado advirtié que la discusién sobre
la vigencia de dicho articulo «no estd zanjada» en el ordenamiento costarricense y
que actualmente existen criterios divididos al respecto.

1.2. Sobre los sefiores Ronald Moya Chacdn y Freddy Parrales Chaves

Al momento en que ocurrieron los hechos, el sefior Ronald Moya Chacén
era periodista, que se desempefnaba como editor de la seccién de «sucesos» del dia-
rio La Nacién de Costa Rica. Mientras que el senor Freddy Parrales era periodista,
que trabajaba como corresponsal del citado diario, encargado de cubrir la zona
sur del pais.

1.3. la publicacién de la nota de prensa en el diario La Nacién el 17 de diciem-
bre de 2005

En diciembre de 2005, el periodista Freddy Parrales recibié informacién
sobre varios jefes y oficiales de las fuerzas de seguridad del Estado que habrian
estado siendo investigados, por asuntos vinculados con el contrabando de licores
en una zona fronteriza con Panam4.

El sefior Parrales consulté al Organismo de Investigacién Judicial y este le
confirmé que estaban investigando a los entonces jefes policiales de la region.
En consecuencia, le comunicé al editor de la seccién de «sucesos» del diario La
Nacidn, el senor Ronald Moya Chacén, quien se comunic y solicité informacién
al entonces ministro de Seguridad Publica de Costa Rica.
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El ministro confirmé verbalmente al periodista Moya Chacén que existia
una «situacién desastrosa» en la zona sur del pais, en la cual estaban implicados
varios jefes policiales. Esta informacién la confirmé el ministro con base en un
informe realizado por la oficina de prensa del ministerio, en particular, la exis-
tencia de una investigacion por «extorsién» por trasiego de licores, respecto al jefe
policial que ostentaba el rango de mayor de Policia y se desempenaba como subjefe
de la Delegacién de Comando de San Vito de Coto Brus.

En funcién de ello, el 17 de diciembre de 2005 se publicé en la seccién de
«sucesos» del diario La Nacidn una nota de prensa bajo el titulo «OIJ denuncié
a jefe policial por no detener camién con licores», la cual estaba firmada por los
periodistas Ronald Moya y Freddy Parrales. En ella se decia que el 29 de junio de
2005, un jefe regional de la Fuerza Pablica habria liberado un vehiculo que conte-
nfa mercancia de licores, sin que existiesen «razones legales» para ello. Este hecho
tuvo como consecuencia que el OIJ presentara una denuncia contra dicho jefe
policial. En el epigrafe titulado «Mds casos», se indicaba que ese asunto no era el
Ginico en la zona sur del pais, pues segin lo informado por el ministro de Segu-
ridad Publica existian al menos otros dos casos que estaban siendo investigados,
indicando que los jefes policiales implicados posiblemente serian removidos.

Como reaccién, el 19 de diciembre de 2005 el jefe policial remitié una
carta notarial dirigida al director del departamento de redaccién de La Nacidn,
en la cual le solicitaba que le diera a conocer el origen de la informacién sumi-
nistrada y las pruebas. Ademds, sostuvo que las afirmaciones eran «falsas», lo que
demostraria oportunamente y que la informacidn solicitada era de su interés para
«determinar quién o quiénes se dieron a la tarea de suministrar una informacién
errada a los medios de comunicacién».

En respuesta a tal peticién, mediante nota de 21 de diciembre de 2005, la
secretaria de la direccién del diario La Nacién le indicé que «las fuentes y docu-
mentos en poder de La Nacién son confidenciales y no se entregan a particulares».

El 31 de enero de 2006 la oficina de prensa del Ministerio de Seguridad
Publica remitié una nota al senor Moya Chacén, comunicindole que existia
una causa por «extorsién» contra el jefe policial que se tramitaba en la Fiscalia
de Coto Brus y no en la Fiscalia de Corredores, sin hacer referencia al aludido
trasiego de licores.

En vista de lo anterior, el 9 de febrero de 2006 el periédico La Nacién
publicé en la esquina inferior izquierda de la pagina 2A del rotativo una Fe de
Erratas titulada «Error con fiscalia», en la que se enmendaba un error con respecto
al fuero donde estaba siendo investigado el jefe policial por el delito de extorsién.

1.4. El proceso interno seguido a raiz de la publicacién de la nota de prensa

Consecuencia de la publicacién de la nota de prensa de 17 de diciembre de
2005, el jefe policial interpuso una querella en contra de los periodistas Ronald
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Moya Chacén y Freddy Parrales Chaves, asi como en contra del ministro de Segu-
ridad Pablica, el 7 de febrero de 2006 por la comisiéon de los delitos de calum-
nia y difamacién por la prensa. También interpuso en la misma causa penal una
accién civil resarcitoria en contra de ambos periodistas, del ministro de Seguridad
Publica, del periédico La Nacién y del Estado de Costa Rica.

El 10 de enero de 2007 el Tribunal de Juicio de Segundo Circuito de San
José, expidié una sentencia en la cual, tras recalificar la calumnia como injuria
por la prensa, resolvié absolver «de toda responsabilidad penal por los delitos de
difamacién e injuria por la prensa» a los sefiores Freddy Parrales Chaves, Ronald
Moya Chacén y al ministro de Seguridad Pdblica, toda vez que no se demostrd
el elemento subjetivo del tipo penal.

En lo que respecta a los periodistas, el Tribunal de Juicio consideré que no
se observaba una «intencionalidad directa en afectar el honor del querellante, sino
que muy probablemente su Gnica intencién al momento de publicar la noticia era
desarrollar su trabajo de informacién al publico», si bien en este caso lo hicieron
«sin guardar el cuidado que requiere su profesiény.

Sin embargo, la sentencia también advirtié que se habia configurado «una
accién dafiosar, la cual no constitufa un tipo penal, pero era «generadora de res-
ponsabilidad civil directamente ocasionada por la publicacién de un hecho falso
desacreditante e injurioso en un medio escrito».

En razén de ello el Tribunal de Juicio considerd que la referida publicacién
habia «atribuido falsamente» al jefe policial que estaba siendo investigado por la
presunta comisién de un delito de extorsién ligado a actividades de trasiego de
licores, siendo que estaba investigado desde el mes de agosto de 2005 por el delito
de extorsion, que fue recalificado como cohecho. Ademds, el jefe policial para el
momento de la publicacién de la noticia en diciembre de 2005, no tenia causa
penal ni administrativa alguna por la presunta extorsion, sino respecto a «un vehiculo
y una persona que debieron ser remitidos a aduanas y migracién y en apariencia
se dio un pago y cobro indebido».

El Tribunal de Juicio declaré sin lugar la «excepcién de la verdad» alegada
por todos los querellados, al no tener relacién la noticia con lo que se investigaba,
lo que considerd que se generd un dano moral al jefe policial que afecté su honor
objetivo y subjetivo, produciéndole un desprestigio ante su familia, subalternos
y la comunidad. Ademds, consideré que la fe de erratas publicada el 9 de febrero
de 2006 no corrigié «la grave afirmacién» respecto al jefe policial. También sefald
que los periodistas Moya Chacén y Parrales Chaves no fueron diligentes en la
verificacién de las fuentes y la noticia.

Por todo lo anterior, el Tribunal de Juicio resolvié declarar con lugar la
accion civil resarcitoria y condené de manera solidaria a los sefiores Freddy Parra-
les Chaves y Ronald Moya Chacén, asi como al ministro de Seguridad Publica, al
periédico La Naciény al Estado de Costa Rica al pago en colones, de aproximada-
mente 9.600,00 délares de los Estados Unidos de América, por concepto de dafio
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moral y de aproximadamente 1.900,00 délares de los Estados Unidos de América
por concepto de costas personales.

1.5. El recurso de casacién ante la Corte Suprema de Justicia

La sentencia de 10 de enero de 2007 emitida por el Tribunal de Juicio fue
objeto de recurso de casacién por los senores Moya Chacén y Parrales Chaves, asi
como el diario La Nacidn, el dia 30 de enero de 2007 y por el ministro de Segu-
ridad, el dia 7 de febrero de 2007.

El 20 de diciembre de 2007 la Corte Suprema de Justicia confirmé la sen-
tencia adoptada por el Tribunal de Juicio. La Corte Suprema de Justicia calificé
la nota de prensa como una pieza de «periodismo informativo» y advirtié que el
derecho a la informacién existia en tanto «la informacién que se brinde sea cierta»,
pues, de lo contrario, este tipo de acciones estdn sujetas a «responsabilidades pena-
les y pecuniarias» que eventualmente derivaran del dafio causado. Por ello consi-
deré que el fallo del Tribunal de Juicio tuvo por demostrado que habia responsa-
bilidad por culpa, pues existi6 una clara relacién de causalidad entre la conducta
y el dano causado, «al haberse informado equivocadamente sobre situaciones que
eran fdcilmente corroborables».

La Corte Suprema de Justicia anadié respecto a la existencia de responsabi-
lidad objetiva del periédico La Nacion que «un medio informativo debe procurar
corroborar la veracidad de la informacién que brinda, pues precisamente por la
naturaleza de la actividad, estd sujeto a las responsabilidades en que pueda incu-
rrir en caso de un actuar imprudente o negligente».

El 29 de abril de 2008, el diario La Nacién realizé el pago total de seis
millones de colones, al que habian sido condenadas de manera solidaria todas las
personas.

2. EL FONDO DEL CASO

Tal como ha quedado establecido el asunto, se circunscribe a la determi-
nacién de la responsabilidad internacional del Estado, como consecuencia de
la violacién de la libertad de expresién de que fueron victimas dos periodistas
que fueron condenados judicialmente por dano moral, en virtud de haber publi-
cado un articulo periodistico que informaba sobre presuntas irregularidades en
el control del trasiego de licores en la frontera entre Costa Rica y Panamd, en la
que se hacia mencién de distintos funcionarios policiales, quienes supuestamente
habrian estado involucrados en dichoshechos.

En atencién a los hechos planteados, la Corte Interamericana procedié a
pronunciarse sobre la violacién a la libertad de pensamiento y expresién, en rela-
cién con la obligacién de respetar los derechos y el deber de adoptar disposiciones
de derecho interno.
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2.1. La importancia de la libertad de expresién en una sociedad democrdtica

El Tribunal Interamericano explicé el contenido de la libertad de pensa-
miento y de expresién reconocido en el art. 13 de la Convencién. Asi, comenzd
recordando que este comprende la libertad de buscar, recibir y difundir ideas e
informaciones de toda indole, asi como a recibir y conocer las informaciones e
ideas difundidas por los demds. Agregé que la libertad de pensamiento y expresién
tiene una dimensién individual y una dimensién social, de las cuales se derivan
una serie de derechos que se encuentran reconocidos en dicho articulo. Ambas
dimensiones poseen igual importancia y deben ser garantizadas plenamente en
forma simultdnea, para dar efectividad total a la libertad de pensamiento y expre-
sién en los términos previstos en la Convencién.

Recordé la Corte que la libertad de expresion, en especial cuando estd vincu-
lada a asuntos de interés publico, «es una piedra angular en la existencia misma de
una sociedad democrdticar. En tal sentido, en la Opinién Consultiva OC-5/85,
hizo referencia a la estrecha relacién existente entre democracia y libertad de
expresion, oportunidad en que sefial6 que esta libertad es indispensable para la
formacién de la opinién publica, asi como es conditio sine qua non para que los
partidos politicos, los sindicatos, las sociedades cientificas y culturales, asi como
cualquiera que desee influir sobre la colectividad, pueda desarrollarse plenamente
y para que la comunidad esté suficientemente informada a la hora de escoger sus
opciones. El control democrético por la sociedad a través de la opinién piblica
fomenta la transparencia de las actividades estatales y promueve la responsabilidad
de los funcionarios sobre su gestién, lo que conduce a que se reduzca el margen de
posible restriccién del debate politico o respecto a cuestiones de interés publico.

Reiter6 el Tribunal que en una sociedad democrdtica, los derechos y liberta-
des inherentes a la persona, sus garantias y el Estado de derecho constituyen una
triada cuyos componentes se definen, completan y adquieren sentido en funcién
de los otros. Los arts. 3 y 4 de la Carta Democrdtica Interamericana resaltan la
importancia de la libertad de expresién en una sociedad democrdtica.

Sin efectiva garantia de la libertad de expresion se debilita el sistema demo-
crético, se quebranta el pluralismo y la tolerancia, se afectan los medios de control
y denuncia ciudadana, por lo que la sociedad no estd bien informada y no es
plenamente libre.

2.2. la importancia del rol del periodista en una sociedad democrdtica

El Tribunal Interamericano se refiri6 al ejercicio profesional del periodismo
en los siguientes términos, «no puede ser diferenciado de la libertad de expresidn,
por el contrario, ambas cosas estdn evidentemente imbricadas, pues el periodista
profesional no es, ni puede ser, otra cosa que una persona que ha decidido ejer-
cer la libertad de expresién de modo continuo, estable y remunerado». En tal
sentido, consideré que los medios de comunicacién social juegan un rol esencial
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para el ¢jercicio de la dimensién social de la libertad de expresién en una sociedad
democritica, por lo que resulta indispensable que recojan las mds diversas infor-
maciones y opiniones. De alli la importancia de la existencia de la pluralidad de
medios, la prohibicién de monopolios y la garantia de proteccién a la libertad e
independencia de los periodistas.

La prensa debe ser libre para que pueda desarrollar su rol de control perio-
distico, para impartir informaciones e ideas de interés ptblico y para reunir, reco-
lectar y evaluar esas informaciones e ideas.

Cualquier medida que interfiera con las actividades periodisticas de perso-
nas que estin cumpliendo con su funcién, materializa una obstruccién inevita-
blemente con la libertad de expresién en sus dimensiones individual y colectiva.

La libertad de informacién le impone al periodista el deber de constatar en
forma razonable, aunque no necesariamente exhaustiva, los hechos que divulga,
es decir, que debe actuar con equidad y diligencia en la confrontacién de las
fuentes y la bisqueda de informacién, para prevenir que las personas reciban una
visién manipulada de los hechos. En razén de ello, los periodistas conforme a los
principios de periodismo responsable y ético deben tomar alguna distancia critica
respecto a sus fuentes y contrastarlas con otros datos relevantes.

Los periodistas que laboran en los medios de comunicacién deben disfrutar
de la proteccién y de la independencia necesarias para realizar sus funciones, pues
son ellos quienes mantienen informada a la sociedad y aseguran el goce de plena
libertad y que el debate publico se fortalezca.

Por lo anterior, resulta fundamental la proteccién de las fuentes periodisti-
cas, soporte de la libertad de prensa y de una sociedad democrdtica, pues permite
que todos se beneficien del periodismo de investigacidn, refuerza la buena gober-
nanza y el Estado de derecho. La confidencialidad de las fuentes periodisticas es
esencial para el trabajo de los periodistas y para que puedan cumplir con informar
a la sociedad sobre asuntos de interés publico.

2.3. las restricciones permitidas a la libertad de expresién y la aplicacién de res-
ponsabilidades ulteriores en casos en que haya afectacién de la honra y de
la dignidad en asuntos de interés publico

El Tribunal reitera que la libertad de expresién no puede estar sometida a
censura previa, sino a responsabilidades ulteriores en casos excepcionales y bajo
el cumplimiento de una serie de estrictos requisitos conforme a la Convencién
Americana.

Se pueden imponer responsabilidades ulteriores, en la medida que el ejer-
cicio de la libertad de expresién afecte la honra y la reputacién reconocidos en
el Tratado Interamericano. El ejercicio de cada derecho tiene que hacerse con
respeto y salvaguarda de los demds derechos fundamentales, razén por la que se
ha sefialado que «la solucién del conflicto que se presenta entre ambos derechos
requiere de una ponderacién entre los mismos, paralo cual deberd examinarse cada
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caso, conforme a sus caracteristicas y circunstancias, a fin de apreciar la existencia
e intensidad de los elementos en que se sustenta dicho juicio».

Cuando la libertad de expresién colisione con el derecho a la honra, la deter-
minacién de la convencionalidad de la restriccién de aquella deberd analizarse
considerando si la informacién difundida posee interés publico, pues esta goza de
mayor proteccién en la medida que contribuye a propiciar el debate democritico,
en raz6n de lo cual el juez debe evaluar con especial cautela la necesidad de limitar
la libertad de expresién.

El necesario y riguroso andlisis de proporcionalidad que debe aplicarse a
la limitacién a la libertad de expresion, cuando concurre con la proteccién del
derecho a la honra, debe orientarse a lograr que la intervencién publica, al ser la
mids idonea para restablecer la reputacién lesionada, incida de manera minima en
la libertad de expresion.

El periodista tiene el deber de constatar los hechos que divulga de forma razo-
nable, aunque no minuciosa. Esto no implica una exigencia de estricta veracidad, al
menos en lo que concierne a los asuntos de interés puablico, siempre que la publica-
cién se haga de buena fe o justificadamente y de conformidad con unos estindares
minimos de ética y profesionalismo en la bisqueda de la verdad. En una sociedad
democrdtica, el periodismo de investigacién debe desarrollarse tolerando un «espa-
cio para el error», pues sin este no puede existir un periodismo independiente, ni la
posibilidad del necesario escrutinio democratico que dimana del mismo.

Nadie debe ser considerado responsable por la difusién de informacién rela-
cionada con un asunto publico, que tenga como fuente la accesibilidad al publico
o que proviene de fuentes oficiales.

En el supuesto que sea procedente otorgar una reparacion a la persona lesio-
nada en su honra, ello no debe hacerse para castigar al difusor de la informacién,
sino para restaurar el derecho de la persona afectada, lo que conduce a la maxima
cautelaal imponer reparaciones, de manera que no disuadan a los medios de comu-
nicacién de participar en la discusién de asuntos de legitimo interés publico.

2.4. la aplicacién de los esténdares al caso concreto

Finalmente, teniendo en cuenta los criterios expuestos, la Corte analizé la
compatibilidad de las responsabilidades ulteriores impuestas a las victimas con la
Convencién Americana.

El Tribunal comprobé que la nota de prensa «OIJ denuncié a jefe policial por
no detener camién con licores», publicada en el diario La Nacién el 17 de diciem-
bre de 2005, suscrita por los periodistas Ronald Moya Chacén y Freddy Parrales
Chaves, se refiere a un asunto de interés ptblico, como la presunta existencia de
contrabando de licores en una zona fronteriza entre Panamd y Costa Rica, en la
que estarfan involucrados varios jefes policiales. En concreto, mencionaba al jefe
policial —que se querellé contra los periodistas— y la misma formé parte de un
debate de interés publico en aquel tiempo.
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En razén de ello la Corte procedié a aplicar los criterios analizados, en aras
a comprobar si la condena de responsabilidad civil por dafio moral que se impuso a
los periodistas era convencional.

Aunque los senores Moya Chacén y Parrales Chaves fueron procesados y
absueltos de los delitos de injuria y difamacidn, si fueron condenados civilmente
por dano moral. Sin embargo, la Corte manifestd su preocupacién por la existen-
cia de normas penales exclusivamente aplicables al ejercicio del periodismo como
la Ley de Imprenta, cuya vigencia se encuentra controvertida en el dmbito nacio-
nal, pues esta clase de disposiciones pudieron tener un efecto amedrentador en la
divulgacién de informaciones de interés publico. A ello suma sus consideraciones
adicionales: la ley contempla una responsabilidad penal objetiva de los editores,
los directores y los propietarios del medio de comunicacién, en vulneracién del
principio de culpabilidad en materia penal; ademds establece una penalidad agra-
vada por conductas que pudieren lesionar la honra de las personas, cuando fuesen
realizadas por periodistas, imponiendo una sancién mds severa a quienes en su
profesion ejercen la libertad deexpresion.

En lo relacionado con la aplicacién del Cédigo Civil para establecer la res-
ponsabilidad de los periodistas, el Tribunal considera que aunque no es incom-
patible con el principio de legalidad, debe ser coherente con los principios con-
vencionales sobre libertad de expresién contenidos en la Convencién Americana
y desarrollados por la jurisprudencia interamericana.

Al efectuar el zest de proporcionalidad concluy6 que el fin perseguido era
legitimo y que el proceso seguido a las victimas puede considerarse idéneo para
proteger la afectacidn a la honra experimentada por el jefe policial, que se querellé
contra los periodistas.

Enlo que concierne a la necesidad y proporcionalidad de la condena impuesta,
sostuvo que no se demostrdé que los periodistas tuvieran la intencién de infligir un
dafo particular con respecto a las personas mencionadas en la noticia. A los fines
de demostrar esta afirmacién cita la sentencia del Tribunal de Juicio, en la cual se
sostuvo que no se apreciaba una «intencionalidad directa en afectar el honor del
querellante, sino que muy probablemente su tinica intencién al momento de publi-
car la noticia era desarrollar su trabajo de informacién al publico».

Ahora bien, el Tribunal de Juicio si consideré que la publicacién realizada
por los periodistas se realiz6 «sin guardar el cuidado que requiere su profesién» y
que en el presente caso habia tenido lugar un «grave descuido y falta al deber de
cuidado, asi como que ellos tuvieron un desempefio negligente. La informacién
publicada en la nota de prensa tiene origen en una fuente oficial y no era exigible
obligar a los periodistas a que realizasen verificaciones adicionales.

Aunque la sentencia del Tribunal de Juicio recriminé a los periodistas por
no haber acudido a la oficina de prensa del Poder Judicial, para comprobar la
veracidad del proceso penal, la Corte Interamericana considera que sugerir una
fuente preferente por parte del juez nacional constituye una exigencia despropor-
cionada para la libertad de expresién y restrictiva de la libertad de prensa. Por ello
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considera que constituye un error imponer la obligacién de priorizar unas fuentes
frente a otras, mds en el supuesto que todas son oficiales. Tal carga podria suponer
el establecimiento de un medio de intervencién previa a la actividad periodistica,
que incluso podria traducirse en un acto de censura.

Ademds, que los periodistas consultaron previamente al jefe policial alu-
dido, quien rechazé brindar informacién de los hechos, en virtud de carecer de
tiempo para ello por estar ocupado en reuniones, pero luego le solicité por carta
notarial la informacién sobre las fuentes a los periodistas.

El Tribunal Interamericano recordé la importancia del deber de proteger las
fuentes periodisticas para asegurar la libertad de prensa, por lo que la peticion del
jefe policial era improcedente. En tanto sostiene «lo que si habria resultado idéneo
—ademds de mds expeditivo y eficaz— y que no se dio en el presente caso, es el
uso de la figura del derecho de rectificacién, un mecanismo no punitivo que podria
haber reparado el dafio causado, por la difusién de una informacién inexactar.

Concluye la Corte Interamericana que la sancién civil impuesta a los perio-
distas tuvo un efecto amedrentador sobre ellos y no fue necesaria ni proporcional
al fin legitimo perseguido, por lo que contravino la Convencién Americana, pues
la condena civil al pago de dano moral fue violatoria a la libertad de pensamiento
y expresion.

En atencién a lo anterior consideré innecesario entrar en el andlisis de la
denuncia de violacién del art. 8 de la Convencién Americana.

3. LA DECISION

El Estado es responsable por la violacién de la libertad de expresién reco-
nocida en la Convencién Americana sobre Derechos Humanos y dispuso que el
Estado debe dejar sin efecto la declaracién de responsabilidad civil a los senores
Freddy Parrales Chaves y Ronald Moya Chacén impuesta mediante sentencia de
primera instancia, confirmada en apelacién y luego en casacién. Ademds deberd realizar
las publicaciones ordenadas y pagar las cantidades fijadas por concepto de indem-
nizacién por dafio inmaterial, asi como de reintegro de costas y gastos.

4. LOS VOTOS CONCURRENTES

Tres de los jueces interamericanos han manifestado de manera individual su
criterio concurrente respecto a la resolucién del caso. Seguidamente se expondrin
resumidamente sus razonamientos.
4.1. El voto del juez Ricardo C. Pérez Manrique

Sostuvo la importancia de la labor de los periodistas en relacién a la libertad

de expresién y sus aportes para un debate democritico, que proteja y promueva
el Estado de derecho, lo que le llevé a destacar: «1) la prohibicién de censura pre-
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via; 2) la existencia de responsabilidades ulteriores; 3) la inconvencionalidad de
la respuesta penal para proteger el honor de los funcionarios pablicos (supra 13,
14 y 15); 3) la aplicacién del derecho de rectificacién o de respuesta (art. 14 de
la Convencién Americana); 4) en el caso de responsabilidad civil la necesidad
de que la misma se aplique en caso de dolo o negligencia extremay, a los fines de
evitar el efecto amedrentador o de autocensura de los periodistas.

Con respecto a la responsabilidad civil, el andlisis de la proporcionalidad
debe incluir lo atinente a los montos de la condena. Ambas con el objetivo de que
no impliquen medidas disuasorias al debate democritico.

Finalmente sostuvo que las normas generales y abiertas sobre responsabi-
lidad extracontractual del Cédigo Civil de Costa Rica deben ser analizadas en
los casos de responsabilidad ulterior de periodistas, con relacién a la proteccién
del honor de funcionarios ptblicos en supuestos de interés publico, cuando se
corresponda a hechos relativos a su funcién, efectuando un estricto control de
convencionalidad en los términos que se proponen en el voto concurrente.

4.2. El voto del juez Humberto Antonio Sierra Porto

El juez inicié sefalando que comparte plenamente lo expresado en el punto
resolutivo tercero de la sentencia, resaltando que en la misma se analizé la conven-
cionalidad de las sanciones que limitan la libertad de expresion en casos de interés
publico, en el contexto del principio de proporcionalidad.

Sostuvo que en esta sentencia se analiz6 el contenido de la Ley de Imprenta,
que consagra sanciones penales al ejercicio de la profesién de periodista, en el
supuesto que se afecte el derecho a la honra. Sin embargo, consideré pertinente
destacar que se reconocié que las declaraciones o comunicaciones de interés gene-
ral ostentan una mayor proteccién, lo que no produce como consecuencia auto-
matica que las sanciones penales o civiles sean en si mismas y en todos los eventos
contrarias a la convencién.

Por ello, destacé que el Tribunal no descartd la existencia de sanciones pena-
les o civiles per se. Asi, ante la posibilidad de sancién penal, la sentencia sefial6 que
por tratarse de un tipo dirigido especialmente a los periodistas y por prever respon-
sabilidad objetiva frente a los editores, directores o propietarios de los medios de
comunicacién podria tener un efecto amedrentador o disuasorio, pero como esta
no fue impuesta a las victimas, el Tribunal se abstuvo de realizar alguna declara-
cién de responsabilidad al respecto.

En lo atinente a la sancién civil, la Corte realiza un riguroso zest de pro-
porcionalidad, y concluyé que a pesar de ser legal, buscar un fin legitimo y ser
idénea para alcanzarlo, la medida impuesta no fue necesaria ni proporcional al
haberse demostrado la diligencia de los periodistas y su ausencia de intencién de
danar por una parte y, por la otra, los efectos negativos de la sancién.

Por ello el juez considerd que el andlisis que hizo la Corte en esta sentencia es
acertado, al admitir el uso del derecho sancionatorio frente al ejercicio de la libertad
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de expresion en asuntos de interés ptblico, cuando ello sea necesario para la protec-
cién de otros derechos y cumpla los requisitos de la Convencién Americana.

El rest de proporcionalidad permite considerar, entre otros elementos, el
dolo de quien emiti6 las opiniones, las caracteristicas del dafio que se produjo; y la
naturaleza de la expresién, permiten dar una mayor proteccién a los discursos de
interés publico, sin imponer una regla absoluta, que desconozca las complejidades
del mundo juridico y los derechos concurrentes.

Por ello, concluyé que la Corte reconoce un equilibrio al admitir que en los
asuntos donde las expresiones causen un grave dafio a la persona, la sancién penal
o civil puede estar justificada cuando se cumplan el resto de los requisitos de la
Convencién Americana desarrollados por la jurisprudencia.

4.3. El voto del juez Rodrigo Mudrovitsch

El juez senalé que aunque comparte la declaracién de la responsabilidad
internacional del Estado, por prudencia encuentra innecesario reconocer la
inconvencionalidad del art. 7 de la Ley de Imprenta, en virtud de la polémica
existente en el dmbito jurisdiccional del propio Estado, sobre la efectiva vigencia
de la citada norma penal.

En lo que respecta a los asuntos de derecho penal abordados incidental-
mente —senalé que la sentencia con su obiter dicta—, a lo que el juez sumé sus
reflexiones, acrecienta el acervo jurisprudencial orientado a estrechar la posibili-
dad de que los Estados utilicen el derecho penal para reprimir los delitos contra el
honor, especialmente cuando se trate de la difusién de asuntos de interés pablico.

Dejé constancia que incluso para situaciones excepcionales, el control de pro-
porcionalidad para el uso de la proteccién penal debe ser lo mds severo posible.
Solo si la accidn civil reparadora es patentemente insuficiente para proteger el bien
juridico del honor, teéricamente puede plantearse una respuesta estatal mds severa,
correspondiendo al Estado la pesada carga argumentativa para demostrar la necesi-
dad de la medida frente a los imperiosos e inaplazables intereses colectivos.

Finaliz6 afirmando que los enriquecedores dicta contenidos en la decisién
exigirdn coherencia en un futuro préximo y que la Corte inevitablemente deberd
revisar el papel de la responsabilidad penal como medio ordinario de proteccién,
de las manifestaciones en el ejercicio de las libertades discursivas, especialmente la
libertad de prensa, expresién y opinién. En esa oportunidad deberd establecer los
estdndares claros que guien la conducta de los Estados, para definir los delicados
limites de esta responsabilidad penal en las hipétesis en que una colisién de dere-
chos pueda justificar una respuesta estatal mds contundente.

En lo relacionado con el presente caso, tanto la sentencia como los votos
concurrentes no solo aportan una solucién adecuada, sino que abren una valiosa
via de didlogo institucional con el Estado, para la mejora de las pricticas de res-
peto a la Convencién.
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